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Consejo de la Magistratura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires


Buenos Aires, 15 de abril de 2003

RES. Nº 163/2003

VISTO:

La Resolución CM N° 25/2003 que dispuso la instrucción de sumario administrativo respecto de la Licitación Privada realizada mediante expte. n° 54/99, las constancias del expte. n° 123/03 caratulado “Denuncia sobre compra de equipamiento informático”,  el informe preliminar elevado por el secretario de la Comisión de Disciplina y Acusación del  este Consejo de la Magistratura, doctor Mauricio Obarrio en el expediente 123/03 y 

 CONSIDERANDO:

1. Que en el expediente administrativo N° 54/99 se sustanció la compra del equipamiento informático y fax (290 computadoras, 200 impresoras, 60 scaner y 125 fax) con destino al Fuero Contravencional y de Faltas de la Ciudad por la suma estimada a fs. 1 de PESOS CUATROCIENTOS CINCUENTA MIL ($ 450.000) mediante “licitación privada” (Res, Pres. Nº 51 del 14 de diciembre de 1999)

2. Que mediante la Resolución Nº 184 del 21 de diciembre del año 1999 el Plenario del Consejo, en su anterior integración, aprobó la licitación privada que adjudicó por la suma de PESOS CUATROCIENTOS DOCE MIL OCHOCIENTOS VEINTE Y CINCO PESOS ($ 412.825) a la firma “Flopi Systems” los renglones 1 a 4 del equipamiento informático (Expediente 54/99, fs. 106/07);

3. Que el régimen en materia de compras y contrataciones aplicable a los procesos de compra al momento de efectuarse la licitación privada de referencia es la resultante de la Res. CM Nº: 29/99, tal como expresa la resolución de Presidencia 51/99 obrante a fs. 4 del Exp. 54/99; y que la referida Res. 29/99 remite a la Ley 70 de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, por lo que la normativa aplicable a la materia es la vigente a nivel nacional a la fecha de la promulgación de dicha ley (cláusula transitoria tercera de la ley 70);

4. Que en la tramitación del expediente citado se produjeron prima facie irregularidades e inobservancias legales y reglamentarias por parte de funcionarios de este Consejo, que dieron lugar a la apertura del sumario administrativo referido en el VISTO de la presente Resolución, a los fines de determinar la atribución y deslinde de las responsabilidades que pudieren existir;

5. Que si bien dichas responsabilidades, en algunos casos, podría entenderse que surgen en forma manifiesta de las actuaciones administrativas en las que tramitó la licitación 3/99, este Consejo, con un criterio prudente y razonable del ejercicio del poder disciplinario, prefirió procurarse de un conjunto de elementos de prueba en una primera etapa de la instrucción del sumario, antes de adoptar las medidas que fueran pertinentes;

6. Que después de cumplido el trámite preliminar en el sumario administrativo n° 123/03, el Dr. Mauricio Obarrio, Secretario de la Comisión de Disciplina y Acusación a cargo de la instrucción, informó sobre las pruebas reunidas, concluyendo que “todos estos hechos, detectados en esta instrucción, constituyen irregularidades que no pudieron pasar desapercibidas por los funcionarios que intervinieron en ese negocio jurídico”, por lo que imputa responsabilidad al Director General de Ejecución Presupuestaria, Sra. Norberto Urfeig, al Director de Administración, Dr. Sergio Gargiulo, a la Tesorera Sra. Nancy Alvarez, y el entonces Secretario Letrado de la Presidencia Dr. José Francisco García Mira (fs. 88/91 del expte. n° 123/03)

7. Que sobre la base de lo expuesto, surgen prima facie los siguientes hechos e irregularidades:

a) El procedimiento de llamado a licitación se inicia con la nota del Sr. Norberto Urfeig dirigida al entonces Presidente del Consejo doctor Juan Octavio Gauna, el 3 de diciembre de 1999 (fs. 1 Expte. 54/99). Fundamenta la necesidad de la compra de 290 P.C., 200 impresoras, 60 scaner y 125 fax en la puesta en funcionamiento del Fuero Contravencional y de Faltas. A fs. 3 un informe del Dr. García Mira (que inexplicablemente tiene fecha 24 de diciembre, o sea posterior a la adjudicación) respalda la propuesta, indicando que las invitaciones se deben dirigir a por lo menos seis empresas. El 14 de diciembre el Presidente del Consejo autoriza el llamado a licitación privada (Resolución de Presidencia Nº 51 del 14/12/99, fs. 4/5, Expediente Nº 54/99), en los términos y con los alcances propuestos por el Sr. Urfeig, a fin de adquirir el equipamiento informático indicado. 

b) Las razones para el apresuramiento y volumen de la compra no aparecen, sin embargo, justificadas. Por el contrario, las convocatorias para concursar cargos de magistrados y funcionarios del fuero Contravencional y de Faltas, destinatario de tales equipos, fueron realizadas entre noviembre de 1999 y noviembre del 2000 (Expte.123/03, fs. 1 e informe del señor secretario de la Comisión de Selección, fs.75). No consta en el expediente ningún informe ni elementos de juicio técnico que sustente la opinión trasmitida por el Sr. Urfeig, entonces a cargo de la Dirección General de Ejecución Presupuestaria, sobre los fundamentos de la magnitud, calidad y cantidad de los equipos a adquirir, y sobre las razones de urgencia para la acelerada adquisición, pues la “licitación privada”, desde su llamado hasta su adjudicación, tramitó en el brevísimo lapso de una semana (cinco días hábiles).

c) Es obvio que la convocatoria a concursos para la designación de magistrados y funcionarios está muy lejos de significar la inmediata constitución de los tribunales, tarea que ahora, pasados más de tres años, se encuentra aún pendiente, y que resta aún otro tiempo hasta la efectiva asunción de sus cargos (arts. 109 y 116, párrafos 1 y 2 de la Constitución local). Resultaba, por tanto, previsible que la compra resultaría prematura. Ese hecho, tratándose de materia informática, debió haber sido considerado puesto que es de público conocimiento que el avance tecnológico en esa materia es vertiginoso, lo que indefectiblemente podría tornar obsoletos equipos comprados con tanta antelación. Por otra parte, no se contaba con depósitos adecuados para la apropiada conservación de material informático, poniéndose en riesgo el mismo. De hecho, los inventarios cuya realización fue ordenada por este Consejo por Resolución n°1 del 20 de diciembre de 2002 (escrituras n° 137 del 27 de diciembre de 2002, y n° 139 del 30 de diciembre de 2002) revelaron que se encuentran almacenados en el subuelo de su sede 387 gabinetes con C.P.U., 378 monitores, 129 discos rígidos, 389 teclados, 414 mouses, 276 impresoras, 70 scaner, 115 fax, entre otros equipos, parte de los cuales son todavía rezagos sin utilizar de esa primera licitación. 

d) Según constancias del Expediente 54/99 habrían sido invitadas a cotizar once “firmas” (fs. 9/19),  la mayoría de las cuales son nombres de fantasía o personas físicas, sin que figuren en las copias de las notas enviadas sus respectivas direcciones ni otros datos que permitan verificar las condiciones de capacidad comercial para una auténtica y eficaz participación en la licitación, y sin que esas comunicaciones tengan el carácter de notificaciones fehacientes. 

e) Las comprobaciones efectuadas en la investigación preliminar demostraron que la mayoría de esas firmas o personas no se encuentran en los que aparecen como sus domicilios comerciales (informes de fs. 16/17 y 27/28), lo que pone en cuestión que haya existido una verdadera licitación en términos de auténtica posibilidad de competencia en las ofertas, condiciones y precios. Sólo confirmaron haber recibido las invitaciones para la licitación, además del adjudicatario, la firma “Esempi Soluciones” o Esempi S.R.L. (fs. 37), el Sr. Claudio Vecchioli (fs. 38), la firma Icatel (que se identifica como minorista, fs. 55) y el Sr. Horacio Paganini (“Climatización Paganini”, fs. 57)

f) La oferta de “Flopi Systems”, luego adjudicataria de la licitación, aparece sin firma alguna (fs. 27), lo que la haría inexistente como acto jurídico (art. 1012 y concordantes, Código Civil). A su vez, las especificaciones de los equipos ofrecidos aparecen como “información obtenida de Internet” (fs. 23/26, que son idénticas a otros oferentes, ver fs. 33/34), lo que no parece adecuarse a las condiciones requeridas por el pliego de fs. 2, ni a las supuestas condiciones de capacidad comercial y técnica de los oferentes para una operación de la envergadura expresada. El Sr. Morini, en definitiva beneficiario de la operación, figura registrado en la A.F.I.P. como dedicado “a la venta al por menor de máquinas y equipos para oficina” desde marzo de 1999 (fs. 48 del expte. n° 123/03), fecha que no coincide con la indicada en la factura-recibo que otorgó (fs. 69 del expte. citado).

g) Pese a las anomalías expuestas, con fecha 17 de diciembre de 1999 (fs. 22 del expte. 54/99), el Sr. Norberto Urfeig  informa que se llevó a cabo la apertura de los sobres de oferta de lo que “se desprende que la oferta más conveniente es la formulada por la firma FLOPY SISTEM (sic)”. 

h) A continuación, el secretario letrado del ex presidente del Consejo, doctor José F. García Mira produce un informe jurídico donde expresa que “la licitación cumplió con las formalidades de ley y que corresponde adjudicarla a “Flopi Systems” por la suma de  $ 412.825” (fs. 105). Así se resuelve con fecha 21 de diciembre de 1999 (Res. C.M. n° 184/99, fs. 106/107 del expte. 54/99).

i) A fs. 110 obra una presentación del día 27 de diciembre de 1999, firmada por el Sr. Manuel P.Morini, quien expresa que “Flopi Sistems” (sic) es un nombre de fantasía  y manifiesta ser su titular como “empresa unipersonal”.

j) La factura-recibo otorgada por “Flopi Systems de Manuel Morini” de fecha 23 de diciembre de 1999 obra a fs. 69 del expte. n°123/03, y la orden de pago a favor del Sr. Morini, firmada por la Sra. Elena N. Alvarez, de fecha 30 de diciembre de 1999, a fs. 66 del mismo expediente. 

8.- Una apreciación inmediata y provisoria de lo expuesto permite advertir que el Sr. Urfeig aconsejó, impulsó y precipitó la compra de un gran volumen de equipamiento informático, sin que apareciera justificada su necesidad en cantidad y calidad ni su urgencia en el tiempo; que en la supuesta “licitación privada” no habría existido una verdadera competencia entre empresas con capacidad técnica y comercial para ofrecer el equipamiento requerido; que la adjudicataria (Flopi Systems, o Flopi Sistems, o Flopy Sistem) no presentó una oferta válida (con más exactitud, en términos jurídicos sería “inexistente”); que la compra y el pago del precio, de cualquier modo, se hicieron al Sr. Manuel P. Morini, quien no había participado en la licitación. 

9. Del referido conjunto de irregularidades, entre los funcionarios intervinientes surge en primer lugar la responsabilidad del entonces Director General de Ejecución Presupuestaria, Sr. Norberto Urfeig, quien promueve la operación, la organiza y gestiona, aconseja la adjudicación y efectúa el pago al Sr. Morini, a pesar de que éste no era el adjudicatario en la resolución del Consejo (conf. fs. 1, 9/19, 22, 111 del expte. n° 54/99). A la luz de la gravedad de los hechos que se le imputan, y dado el alto nivel jerárquico en que se desempeñó el Sr. Urfeig y su participación protagónica en la organización administrativa del Consejo, su permanencia en el ámbito de cualquier dependencia del Organismo constituye una fuente de intranquilidad y de inseguridad administrativa, existiendo así causas objetivas para su suspensión preventiva. Las circunstancias expuestas muestran que la permanencia del Sr. Urfeig en cualquier función en este Consejo, en tanto tramita el presente sumario, resulta riesgosa para la prestación del servicio, por lo que procede su suspensión sin goce de haberes conforme lo dispuesto por el art. 137 del Reglamento Interno del Consejo. Esta medida debe hacerse efectiva, dado que la anterior suspensión dispuesta con relación al Sr. Urfeig, como consecuencia de otros graves hechos investigados en sumarios administrativos independientes del presente (Res.C.M. n°43/2003) se hallan, por el momento, en suspenso por decisión judicial de primera instancia.

10. También resulta “riesgosa para la prestación del servicio” en los términos del art. 137 citado, la permanencia del Dr. José Francisco García Mira, quien asumió la responsabilidad de producir los informes jurídicos de fs. 3 y 105, y también, según afirma en esta última, preparó el proyecto de resolución aprobatoria, sin haber advertido las irregularidades descriptas, varias de las cuales eran manifiestas. Dado que el Dr. García Mira se encuentra ya suspendido como consecuencia de otros sumarios administrativos independientes del presente (Res.C.M. n°43/2003), no es necesario, por el momento, aplicar una nueva suspensión, sin perjuicio de dejar constancia de su fundamento y procedencia. 

11. Del mismo modo es prima facie responsable la Sra. Elena Alvarez, quien  intervino en la orden y efectivización del pago de la operación sin adoptar los recaudos contables y fiscales imprescindibles, firmando la orden de pago a favor de una persona que no era el adjudicatario de la licitación conforme la resolución n° 184/99. Dado que la Sra. Alvarez se encuentra ya suspendida como consecuencia de otros sumarios administrativos independientes del presente (Res.C.M. n°43/2003), no es necesario, por el momento, aplicar una nueva suspensión, sin perjuicio de dejar constancia de su fundamento y procedencia. 

12. En lo relativo al entonces Jefe del Departamento de Administración Dr. Sergio Gargiulo, quien firma el acta de apertura de sobres (fs. 20), dicha participación en el procedimiento no amerita, por el momento, la adopción de medidas preventivas a su respecto.

Por ello, en ejercicio de  las atribuciones conferidas por el art. 116 de la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, la Ley N° 31 y lo dispuesto por los arts. 131, 132, 133, 137, correlativos y concordantes del Reglamento Interno de este Consejo (Resolución CM N° 301/2002),

EL CONSEJO DE LA MAGISTRATURA

DE LA CIUDAD AUTÓNOMA DE BUENOS AIRES

RESUELVE:

Art. 1°:  Suspender preventivamente sin goce de haberes desde el día de la fecha y hasta que recaiga resolución definitiva en el sumario N°123/03 al Sr. Norberto Urfeig (D.N.I. 4.754.860).

Art.2°: Dejar constancia de que por los fundamentos expuestos en el considerando 10, no corresponde, por el momento, adoptar una medida cautelar respecto del Dr. José Francisco García Mira (D.N.I. 7.601.755).

Art.3°: Dejar constancia de que por los fundamentos expuestos en el considerando 11, no corresponde, por el momento, adoptar una medida cautelar respecto de la Sra. Elena Nancy Álvarez (D.N.I. 3.712.797).

Art. 4°:  Ampliar el plazo fijado para la instrucción del sumario n° 123/03 en veinte días hábiles a partir de la notificación de la presente al señor Secretario de la Comisión de Disciplina y Acusación..

 Art.5°:  Regístrese, notifíquese al Secretario de la Comisión de Disciplina y Acusación, al funcionario cuya suspensión se ha resuelto, a la intervención en la Dirección General de Ejecución Presupuestaria, y oportunamente archívese

RESOLUCIÓN Nº 163/2003

Diego May Zubiría




Bettina Paula Castorino

María Magdalena Iráizoz
      


Juan Sebastián De Stefano
María Celia Marsili
                   


Abel M. Fleitas Ortiz de Rozas
(No firma por encontrarse

en uso de licencia)
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